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PROPUESTA DE LA PRESIDENCIA DE LA COMISIÓN ENCAMINADA A ELABORAR UN PROYECTO DE RESOLUCIÓN MARCO QUE AGRUPE LOS MANDATOS DE EJECUCIÓN PERMANENTE A LOS CUALES LES HACE SEGUIMIENTO LA CAJP
PROPUESTA DE LA PRESIDENCIA DE LA COMISIÓN ENCAMINADA A ELABORAR UN PROYECTO DE RESOLUCIÓN MARCO QUE AGRUPE LOS MANDATOS DE EJECUCIÓN PERMANENTE A LOS CUALES LES HACE SEGUIMIENTO LA CAJP

INTRODUCCIÓN
Año a año, la Asamblea General ha venido aprobando resoluciones cuyo contenido se limita a renovar mandatos en la ejecución de actividades que se prolongan en el tiempo, que deben ser realizadas en forma continua o permanente, más allá del plazo de un año. Algunas de ellas refieren a actividades que hacen a las características, fines y propósitos mismos de la Organización.

El Consejo Permanente, y antes que él cada una de sus Comisiones permanentes, elaboran así un conjunto de proyectos de resoluciones referidas a cada uno de estos mandatos, cuyos textos, en lo sustantivo, se van repitiendo año tras año.

Son buenos ejemplos de ello aquellas resoluciones referidas a la ejecución de programas por parte de la Secretaría General o por parte de algún otro órgano, derivados de Declaraciones y Programas de amplio alcance adoptados por la Asamblea General y de ejecución continuada, más allá del lapso que transcurre entre dos períodos de sesiones.  

Desde el punto de vista jurídico, y teniendo en cuenta exclusivamente el contenido de estos mandatos, una vez aprobados por la Asamblea General se extienden hasta que ella decida lo contrario (ya porque ha fijado un plazo ya por que lo da por terminado mediante una nueva resolución). 

Pero debe distinguirse entre el mandato y su financiamiento. Este se realiza año a año mediante la aprobación del programa-presupuesto de la Organización por la Asamblea General. Las normas que regulan dicha aprobación son las siguientes:

a. El artículo 54 (f) de la Carta de la OEA, que dispone que la Asamblea General aprueba el programa-presupuesto de la Organización;

b. Este presupuesto es anual (artículo 30 e. del Reglamento de la Asamblea General);
c. El proyecto de Programa-presupuesto es preparado anualmente por la Secretaría General “sobre la base de los programas adoptados por los consejos, organismos y entidades cuyos gastos deben ser incluidos en el programa-presupuesto y, previa consulta con esos consejos o sus comisiones permanentes…” (Artículo 112 c. de la Carta de la OEA), disposiciones que están detalladas en los artículos 83 y siguientes de las “Normas Generales para el funcionamiento de la Secretaría General” relativos a la formulación del programa-presupuesto;
d. Por último, el artículo 19 (inciso g  e inciso i) del Estatuto del Consejo Permanente señala que dicho órgano debe adoptar los programas y formular las observaciones que sirvan de base para la preparación del programa-presupuesto.

De todo ello resulta, resumiendo, que si bien el mandato puede tener una duración mayor a la de un año, no ocurre lo mismo con su financiamiento el que debe ser aprobado en cada programa-presupuesto anual, en un proceso en el que intervienen el Consejo Permanente (y sus comisiones), la Secretaría General y culmina con la aprobación año a año por la Asamblea General.

Ello si bien puede generar, en algunos casos, una actividad meramente procesal de parte del Consejo, tiene, fundamentalmente, la función de permitir anualmente un contralor político y financiero sobre el cumplimiento de mandatos de largo plazo, los que, de otra forma, una vez adoptados escaparían de toda supervisión por un plazo más o menos largo, y posibilitar, por parte de los órganos políticos, una renovación de la autorización del gasto correspondiente (renovación que puede enfatizar la prioridad algún aspecto o reducir el impacto presupuestario de otro).

¿Cómo equilibrar entonces la necesidad de asegurar el cumplimiento de las disposiciones presupuestarias y el debido control político de ejecución por parte de los demás órganos de sus mandatos continuos con la economía procesal que permita disminuir al mínimo necesario la proliferación de resoluciones que son debatidas en diversas instancias (Comisión, Consejo y Asamblea General) con el consiguiente costo y tiempo insumido?

La solución actualmente utilizada sólo lleva a largas resoluciones meramente de procedimiento, que año a año van creciendo por acumulación de antecedentes, pero que poco aportan al mandato original y en vigor.

La solución consistente en no considerar ni aprobar tal tipo de resoluciones, si bien deja vigente el mandato original, lo deja desprovisto de financiamiento al cabo de un año y corre también el riesgo de que actividades importantes se realicen sin que ni la Asamblea General ni el Consejo Permanente tomen conocimiento ni se pronuncien sobre la forma en que vienen siendo realizadas por parte de otros órganos. Por otra parte el identificar cuál y hasta cuándo una resolución anterior está vigente se transformaría para el intérprete (los representantes de los Estados, en última instancia) en una tarea difícil, si no imposible, que obligaría a una revisión permanente de resoluciones adoptadas en períodos anteriores de sesiones de la Asamblea General y podría ser fuente de debates y controversias, que en nada permitirían agilizar los trabajos de las comisiones.

Por ello nos parece que una forma de dar la mejor respuesta a la pregunta anterior puede ser la preparación de resoluciones generales u ómnibus para la Asamblea General que, en el marco de las competencias políticas de cada Comisión del Consejo Permanente, tomen nota de los informes presentados en cumplimiento de estos programas y si no hubiese nada en especial que modificar, renovasen el mandato, mediante una simple referencia al texto-fuente de este mandato. De esa forma cada Comisión Permanente supervisaría las actividades de los otros órganos en los campos de sus competencias (jurídicas, políticas, de seguridad hemisférica, etc.) e informaría anualmente de ello a la Asamblea General, en una sola resolución por Comisión y no en un cúmulo de resoluciones tema por tema. Es decir que la resolución hace más referencia a la función de control y supervisión política de cada Comisión sobre las actividades relativas a su temática que al análisis año tras año, mediante resoluciones distintas, de temas ya acordados en un programa general, al que no se pretende modificar y sí verificar que se viene ejecutando.

Si ello fuese acordado por las distintas Comisiones permanentes que tienen a su cargo la supervisión del cumplimiento de estos mandatos y la preparación de los proyectos de resolución que sobre el particular considerará el Consejo Permanente y adoptará la Asamblea General, podría pensarse que, a medida que estos informes son vistos en sala se acuerde:

a. renovar el mandato (con o sin modificación, con o sin énfasis en algún aspecto en particular);
b. incluir dicho acuerdo en una resolución única y común a estas actividades y programas.

La Presidencia se permite anexar una propuesta preliminar redacción para el texto de esta posible resolución, cuyo contenido se ajustará al ir considerando la CAJP sus diferentes temas y mandatos.
Alberto A. Borea Odria
Representante Permanente de Perú


Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos

ANEXO

MODELO DE PROYECTO DE RESOLUCIÓN MARCO

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General…

CONSIDERANDO que mediante resoluciones anteriores se han establecido programas y actividades cuya duración se extiende más allá del ejercicio presupuestario anual, cuya ejecución ha sido encomendada a la Secretaría General, siendo competencia del Consejo Permanente el velar por su debido cumplimiento;

TOMANDO NOTA de los informes presentados al Consejo Permanente por la Secretaría General a través de las áreas encargadas de su ejecución, los que han sido debidamente considerados por su Comisión de Asuntos Jurídicos y  Políticos; y
TENIENDO EN CUENTA las resoluciones sobre el Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional; la Convención Interamericana contra la Corrupción y su Programa de cooperación; el fortalecimiento de los sistemas nacionales de protección y promoción de los derechos humanos; el Proyecto de Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas; las Conferencias Internacionales de Derecho Internacional Privado; y la Promoción y respeto del Derecho Internacional Humanitario, en lo que se refiere a los mandatos a ser ejecutados por la Secretaría General, 

RESUELVE:

1. Reafirmar la importancia del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional (AG/RES. 1471 (XXVII-O/97)) y destacar la necesidad de continuar con la implementación de las acciones enumeradas en dicho Programa cuya ejecución recae a la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos (AG/RES. 2032 (XXXIV-O/04)).

2. Solicitar a la Secretaría General que, en el marco del  Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción aprobado por resolución AG/RES.1477 (XXVII-O/97), continúe realizando las labores de cooperación técnica destinadas a brindar asistencia para la firma, ratificación o adhesión e implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, así como para el intercambio de información y de experiencias entre las autoridades gubernamentales responsables en la materia, entre otros, a través de la Red Interamericana de Cooperación contra la Corrupción (AG/RES. 2034 (XXXIV-O/04)).

3. Encomendar al Secretario General que promueva, según sea apropiado, la adhesión a todos los instrumentos interamericanos de derechos humanos (AG/RES. 2030 (XXXIV-O/04)).
4. Solicitar al Secretario General que, en el marco de la Resolución AG/RES. 2029 (XXXIV-O/04) sobre el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, refuerce la coordinación, difusión y promoción entre los distintos órganos, organismo y entidades relevantes de la Organización en las actividades relacionadas con la temática indígena y que promueva el intercambio de información y coordinación con las organizaciones multilaterales, bancos de desarrollo y agencias especializadas multilaterales del Hemisferio sobre estas actividades. 

5. Solicitar a la Secretaría General que explore formas de colaboración con organizaciones internacionales, incluyendo la Conferencia de la Haya sobre Derecho Internacional Privado, la Comisión de las Naciones Unidas sobre el Derecho Mercantil Internacional (UNCITRAL), el Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT), el Banco Interamericano de Desarrollo, entre otras, involucradas en el proceso de redacción y promoción de instrumentos internacionales compatibles con esos elaborados en el proceso de la Conferencia Internacional de Derecho Internacional Privado (AG/RES. 2033 (XXXIV-O/04)).
6. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, y en coordinación con el Comité Internacional de la Cruz Roja, continúe organizando conferencias gubernamentales para difundir y reforzar la implementación del derecho internacional humanitario y de las convenciones interamericanas relacionadas (AG/RES. 2052 (XXXIV-O/04)).

7. Solicitar al Consejo Permanente dar seguimiento a esta resolución, la cual será ejecutada de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y que presente un informe sobre su cumplimiento a la Asamblea General en su trigésimo quinto periodo ordinario de sesiones.
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